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León, Guanajuato, a 30 treinta de noviembre del año 2011 dos mil once. 
V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 152/2011-JN, promovido por el ciudadano Edgardo Pantoja Kuri, quien se ostenta como apoderado de la persona moral denominada “Cinegético del Bajío”, Asociación Civil; y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que, la parte actora, se ostenta sabedora de los actos impugnados; esto es, el 31 treinta y uno de marzo del 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el procedimiento de valuación realizado al inmueble ubicado en San Nicolás de los González, de la colonia del mismo nombre de esta ciudad; la orden de valuación número de folio 249824-10, de fecha 29 veintinueve de noviembre del año próximo pasado; el avalúo efectuado el 7 siete de diciembre de ese año; y, el requerimiento de pago del impuesto predial folio número PR-2011-00200383, de fecha 17 diecisiete de marzo del año que transcurre; se encuentra acreditada en autos con el original de la orden, copia del avalúo y la copia al carbón del requerimiento de pago que obran en el secreto de este Juzgado (visibles, en copia certificada, a fojas 30, treinta, 32 treinta y dos y 9 nueve respectivamente); documentales que ofrecidas por las partes, fueron admitidas como pruebas de su intención y a las que se les concede pleno valor probatorio, de conformidad con lo establecido en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al tratarse de documentos públicos por ser expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Edgardo Pantoja Kuri, en el presente proceso administrativo; se encuentra debidamente acreditada con la documental consistente en el Primer testimonio de la Escritura Pública número 53,048 cincuenta y tres mil cuarenta y ocho, de fecha 24 veinticuatro de marzo del año 2011 dos mil once; tirada ante la fe del Licenciado José Ciro Guerrero G; titular de la Notaría Pública número 107 ciento siete, en legal ejercicio en este Partido Judicial; en la cual se hizo constar que el ciudadano Roberto Murillo Hernández, en su carácter de Presidente del Consejo Directivo de la asociación denominada “Cinegético del Bajío”, Asociación Civil; otorgó al ciudadano Edgardo Pantoja Kuri, Poder General para pleitos y cobranzas en cuanto a los valores fiscales asignados al inmueble para el presente año; según consta en la última parte de la Cláusula Única, de dicho instrumento. 

Primer testimonio que, palpable en copia certificada a fojas 5 cinco a la 7 siete, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad y representación con la que el ciudadano Edgardo Pantoja Kuri, comparece en el presente proceso, en los términos del artículo 11 del Código antes mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En este punto se debe acotar que las autoridades demandadas, al dar contestación, concretamente al referirse a las causales de improcedencia, señalaron: “Al respecto… dicho representante carece de facultades para promover y formular el presente juicio… el actor debe acreditar ante ese H. Juzgado que tiene facultades para representar a la Asociación… para tal efecto el actor exhibe la escritura pública… en la cláusula ÚNICA se establece: ‘lleve a cabo toda clase de gestiones ante la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro…….y aclare los valores asignados al predio… y en su caso defienda mediante los recursos pertinentes la inconformidad por los valores fiscales…”. Concluyendo lo siguiente: “Es decir, sólo se le confiere poder para actuar ante la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro y no ante otra autoridad, por lo que no tiene facultades para promover ante el Juzgado Administrativo”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto debe decírseles a las demandadas, que no les asiste la razón; pues del análisis del contenido de la cláusula Única de la Escritura Pública descrita al inicio de este Considerando, se desprende que la Asociación Civil denominada “Cinegético del Bajío” Asociación Civil, otorgó al ciudadano Edgardo Pantoja Kuri, dos clases de poderes, el primero, un poder especial para que lleve a cabo toda clase de gestiones ante la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de este Municipio y aclare los valores asignados al predio propiedad de su poderdante; y, el segundo, uno general para Pleitos y Cobranzas para que defienda, mediante los recursos pertinentes la inconformidad por los valores fiscales asignados en este año 2011 dos mil once, según se desprende de lo consignado en la última parte de dicha cláusula, lo que se traduce, sin duda alguna, en que el impetrante del proceso cuenta con la personalidad necesaria y suficiente para promover el presente proceso administrativo como Apoderado de la persona moral antes citada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto del escrito de demanda, de los de contestación a la misma, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que la persona moral denominada “Cinegético del Bajío”, Asociación Civil, es propietaria de un inmueble ubicado en San Nicolás de los González de la colonia del mismo nombre de esta ciudad, el cual consta de una superficie de 402,115.00 m2 (Cuatrocientos dos mil ciento quince metros cuadrados) y se identifica con la cuenta predial número 03 F 000189001. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Que respecto de dicho inmueble, el día 31 treinta y uno de marzo del presente año, la Directora General de Ingresos emitió el requerimiento de pago del impuesto predial, por la cantidad de $46,394.87 (Cuarenta y seis mil trescientos noventa y cuatro pesos 87/100 moneda nacional) más recargos y gastos de ejecución, el cual fue notificado el 31 treinta y uno de marzo del año en curso, fecha en la que el actor reconoció expresamente, que su representada tuvo conocimiento del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En un primer momento, al formular su demanda, el impetrante del proceso negó que se haya emitido una orden escrita de valuación y que la misma le haya sido notificada a su mandante; que se haya designado perito para que practicara el avalúo; que se haya apersonado perito para practicar inspección sobre el predio; y, que se hayan notificado los resultados del avalúo y la determinación del crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al respecto, al contestar la demanda, la Directora General de Ingresos no hizo manifestación alguna; en tanto el Tesorero adujo que el avalúo realizado se llevó a cabo con las formalidades legales, previa orden de avalúo, pues fue practicado por peritos designados y autorizados y que fueron notificados los resultados del avalúo, aportando a esta causa administrativa, como pruebas, el original de la orden de valuación folio 249824-10, de fecha 29 veintinueve de noviembre de 2010 dos mil diez; y copia del avalúo folio 249824 de fecha 7 siete de diciembre del mismo año (localizables en autos, a fojas 30 treinta y 32 treinta y dos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Como consecuencia de lo anterior, en un segundo momento, la parte actora amplió su demanda refiriendo que tuvo conocimiento de la orden de valuación, hasta que le fue notificada la contestación de demanda; que de dicha orden no se desprende el día y la hora en que habría de practicarse el avalúo; que en la misma se dejaron espacios en blanco respecto de las personas autorizadas para practicarlo, los que posteriormente fueron llenados con letra manuscrita; y, que la firma del Tesorero no es autógrafa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A esos señalamientos, la Directora General de Ingresos dijo que la ampliación se encamina a un acto que no fue emitido por ella; en tanto, el Tesorero Municipal señaló que no se le causa agravio al actor el no haber señalado día y hora precisa para la práctica del avalúo, pues el mismo se realizó usando técnicas fotogramétricas, y, además, está obligado a probar que la orden carece de firma autógrafa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Constituyendo todo lo antes relatado, los puntos controvertidos en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, el Tesorero Municipal y la Directora General de Ingresos hicieron valer la causal de improcedencia contenida en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado, al no afectarse el interés jurídico de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como sustento a la causal de improcedencia que invocaron, manifestaron que el actor carece de facultades para promover el presente proceso como representante de “Cinegético del Bajío”, Asociación Civil, lo que resulta infundado de acuerdo a lo razonado en el último párrafo del Considerando Cuarto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, no se actualiza, de modo alguno, la causal de improcedencia señalada por las demandadas; en virtud de que si hay afectación al interés jurídico de la poderdante del actor, toda vez que, respecto de un inmueble de su propiedad, se le requirió el pago del impuesto predial, cuya base lo es un valor fiscal determinado por un avalúo que considera que fue practicado sin seguir el debido procedimiento de valuación contenido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, quien resuelve, no advierte, de oficio, que se actualice alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por la parte actor en sus escritos de demanda y de ampliación a la misma, aprestándose este Juzgador al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que señala con el inciso A) de su escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlo así como tampoco los demás, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el señalado concepto de impugnación, expuso el actor: . . 

“A) El artículo 16…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que en el presente caso el Tesorero Municipal… no cumplió con los requisitos exigidos…, toda vez que… previo a practicar un avalúo… no emitió orden por escrito dirigido a “CINEGETICO DEL BAJIO, A.C”… así como el designar al perito que habría de practicar el avalúo… Resultado de ello también le estaba obligado a notificar el resultado del avalúo así como la determinación del crédito por concepto de impuesto predial…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante lo exteriorizado por la parte actora, la Directora General de Ingresos a groso modo expuso que en contra del requerimiento que expidió, la parte actora no señaló agravio alguno; en tanto, el Tesorero argumentó lo siguiente: . . 

“No le causa agravio al actor en virtud de que si se emitió orden de avalúo, en dicha orden se designaron peritos y se autorizaron para la práctica del avalúo, en relación a la notificación, no se le causa agravio ya que al momento de que el actor se hace sabedor del acto cualquier notificación se convalida”. . . .    

Previo al examen del concepto de impugnación, es necesario puntualizar que, al formular la demanda, la parte actora en primer término, negó que se haya emitido orden de valuación; en segundo término, también negó que le haya sido notificada una orden de valuación a su mandante, así como que se haya designado perito para practicar el avalúo y que éste se haya apersonado a practicarlo; y, por último, igualmente negó que se hayan notificado el resultado del avalúo y la determinación del crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo antedicho, el Tesorero sólo desvirtuó la negativa relativa a la orden de valuación, ya que acreditó plenamente que si emitió tal orden; sin embargo no probó de forma alguna, que esa orden haya sido notificada a la representada del actor, ni que se haya designado al perito que realizó el avalúo y que se hayan notificado los resultados del avalúo y la determinación del impuesto predial para el año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Establecido lo anterior, el concepto de impugnación que se estudia, a juicio de quien resuelve, resulta fundado por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En primer término, porque efectivamente no existe constancia alguna de que la orden de valuación se le haya presentado o dado a conocer legalmente a la persona moral denominada “Cinegético del Bajío” Asociación Civil, pues en la orden de valuación folio número 249824-10, que fue admitida como prueba al Tesorero (misma que merece pleno valor probatorio, por ser un documento público), no consta indicio alguno que lo haga así presumir; pues incluso en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, sólo consta la fecha de 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez y la hora 2:15 dos quince; pero se encuentra en blanco en cuanto al “Nombre” y el de “en su carácter de”, así como también el espacio de “Procedió citatorio”; por lo que se concluye que la representada del actor no tuvo oportunidad de conocer dicha orden; traduciéndose ello en que no contara con los elementos necesarios para realizar una defensa adecuada, al haberse violado lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a sus ocupantes la orden respectiva.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En segundo término, porque no consta que al ciudadano Ramón Arriaga Matehuala, lo haya designado la Tesorería como perito para practicar el avalúo, pues como se advierte de la lectura de la orden de valuación, a quien se ordenó y facultó para la práctica del avalúo fue a los ciudadanos Emmanuel Zúñiga y Alejandro Peña, personal adscrito a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro; por lo que debían ser dichos peritos los únicos facultados para realizar el avalúo al inmueble propiedad de la poderdante del actor; hacer la verificación física y requerir la información y documentación que estimaran necesarias; atento a lo que dispone el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que en el caso que nos ocupa no se hizo así; pues tal y como consta en el avalúo por regularización con número de folio 249824-10; aportado por la Tesorería Municipal como prueba de su parte, se consigna que quien materialmente lo practicó y elaboró fue el Perito Ramón Arriaga Matehuala; y revisado por el Arquitecto Martín Aguilar Huerta, Coordinador; esto es, no fue elaborado por alguno de los peritos autorizados; no cumpliéndose entonces, de manera alguna, lo ordenado por la Tesorería y al imperativo contenido en el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda antes citada; pues durante la secuela del presente proceso, como ya se dijo, no se ofreció medio de prueba alguno, por el cual se acreditara que el Perito Ramón Arriaga Matehuala fue designado para la práctica del avalúo ordenado por el Tesorero Municipal; lo que trae como consecuencia que el procedimiento administrativo de valuación sea ilegal al existir un vicio que afecta la defensa del particular y una omisión a un requisito formal exigido por la ley, como lo es el que el avalúo sea practicado por los peritos que se designen para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a que, como también lo señaló la parte actora, -ante su negativa-  no demostraron las autoridades demandadas, que se hayan notificado los resultados del avalúo y la determinación del impuesto predial, lo que no hace sino confirmar la ilegalidad de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, por existir una omisión de un requisito formal exigido en la ley y un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que afecta la defensa del particular; como lo es el hecho de que quien realizó el avalúo no estaba facultado para ello, y que no se acredita que se le haya mostrado o dado a conocer, a la parte actora la orden de valuación, con folio número 249824-10, de fecha 29 veintinueve de noviembre de 2010 dos mil diez; con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se declara nulo el avalúo número de folio 249,824, de fecha 7 siete de diciembre del 2010 dos mil diez, por el cual se asignó al inmueble ubicado en la colonia San Nicolás de los González de este municipio, propiedad de la representada del actor, un valor de $28’172,176.90 (Veintiocho millones ciento setenta y dos mil ciento setenta y seis pesos 90/100 moneda nacional); por lo que procede decretar la nulidad total del mismo, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; decretándose también la nulidad total de los actos que sean consecuencia o deriven del mismo, como lo es el requerimiento de pago del impuesto predial número PR-2011-00200383, de fecha 17 diecisiete de marzo del presente año; aplicándose el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . 
OCTAVO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NOVENO.- De lo pretendido por la parte actora, se encuentra también lo concerniente al reconocimiento del derecho de que su poderdante pague el impuesto predial por el año 2011 dos mil once, en base al valor fiscal registrado a la fecha, hasta en tanto no se realice nuevo avalúo fiscal, es decir pagar el impuesto predial correspondiente al año en curso, al valor del inmueble que sirvió de base para el pago de dicho impuesto para el año 2010 dos mil diez. . . . . 

Es procedente reconocer el derecho de la representada del actor, a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2011 dos mil once, lo sea el valor fiscal anterior al consignado en el avalúo declarado nulo en la presente causa administrativa; ello en congruencia a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, siguiéndose para efectos del pago de dicho impuesto, los lineamientos que se contemplan en dicho ordenamiento legal. . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo  anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 255, fracción II, 287, 298, 299, 300, fracción II, y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . .

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total del avalúo folio número 249,824 (Doscientos cuarenta y nueve mil ochocientos veinticuatro), practicado el 7 siete de diciembre del 2010 dos mil diez; así como también la nulidad total del requerimiento de pago del impuesto predial, folio número PR-2011-00200383, de fecha 17 diecisiete de marzo del presente año; atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se reconoce el derecho de “Cinegético del Bajío”, Asociación Civil, a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del 2011 dos mil once, lo sea el valor fiscal del inmueble anterior al valor asignado por el avalúo decretado nulo. Ello en los términos precisados en el Considerando Noveno de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

